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INTRODUCCIÓN

La gestión pública territorial de la convivencia y la seguridad ciudadana 
constituye un desafío fundamental en la búsqueda de una sociedad 
segura y armoniosa. En un contexto en el que las dinámicas sociales, 
los fenómenos delictivos y las demandas ciudadanas evolucionan 
constantemente, resulta imperativo contar con estrategias integrales y 
eficientes que promuevan la prevención del delito, el fortalecimiento de 
la convivencia y la respuesta efectiva a las necesidades de seguridad de 
la comunidad.

Este documento tiene como objetivo abordar la importancia y los desafíos 
de la gestión territorial en materia de convivencia y seguridad ciudadana, 
de cara a un cambio de paradigma en el enfoque y modelo de seguridad 
que resulta innovador para el país. 

El texto se divide en cuatro momentos. En el primero, se abordan aspectos 
clave como los cambios en las narrativas de las políticas de seguridad, en 
este sentido, se explican las bases fundamentales de una concepción de la 
seguridad soportada en bases como el concepto de multidimensionalidad 
y la sinergia institucional, especialmente en el marco de implementación 
de políticas públicas. Segundo, se hace un repaso por el contexto del 
enfoque de seguridad del actual Gobierno, haciendo énfasis en el 
concepto de Seguridad Humana como base del cambio de rumbo 
del modelo de seguridad que se propone desde el Gobierno Nacional. 
Tercero, se abordan herramientas, insumos y programas esenciales 
para la elaboración de políticas públicas de seguridad en el contexto de 
instalación de gobiernos departamentales y municipales, y su relación 
con el nivel nacional. Cuarto, se realizará un breve diagnóstico sobre la 
situación general en términos de seguridad ciudadana en Barranquilla, 
centrándose en el comportamiento de los delitos de alto impacto, en las 
dinámicas de las organizaciones criminales y en los resultados operativos 
por parte de las autoridades.

Este documento busca ofrecer una perspectiva integral de la gestión 
territorial de la convivencia y la seguridad ciudadana, resaltando la 
importancia de elaboración y formulación de políticas públicas de 
seguridad y herramientas de gestión pública en clave de seguridad. A 
través de estas perspectivas, se pretende contribuir al fortalecimiento de 
las políticas y acciones orientadas a crear entornos seguros y propicios 
para el desarrollo humano y social en nuestros territorios, así como a la 
articulación y sinergia institucional.
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CONSIDERACIONES 
GENERALES

La gestión pública territorial de la convivencia y la seguridad ciudadana 
La seguridad es uno de los principales bienes públicos y colectivos que 
todo gobierno deber proveer a la ciudadanía. Sobre la base del Estado de 
Derecho, en el que la se da una cesión de libertades de los ciudadanos a 
las administraciones, este deber se validado democráticamente mediante 
la elección periódica de legisladores y gobiernos en los niveles nacional, 
departamental y municipal. En este sentido, la seguridad se entiende 
como un proceso, dinámico y cambiante, multidimensional en el que se 
busca la protección de sujetos en sus diferentes expresiones: personas, 
comunidades, ecosistemas, entre otros.

Dada su naturaleza multidimensional, la seguridad está estrictamente 
relacionada con componentes societales, políticos, económicos, 
medioambientales o ecológicos, que afectan la vulnerabilidad física del 
conjunto de la población y del entorno físico de su ubicación territorial 
(FESCOL et al., 2019). 

A esta multidimensionalidad se le suma el carácter perceptivo, que se 
entiende como los factores subjetivos que derivan en ideas y sensaciones 
de personas, colectivos y/o comunidades. De esta manera, la valoración del 
riesgo de amenazas y retos son los que permiten establecer las prioridades 
de decisión y ejecución de disposiciones y políticas orientadas a minimizar 
los riesgos y transformar las causas que lo generan a mediano y largo plazo. 

En este sentido, desde el orden institucional, la seguridad implica 
dos grandes desafíos. Primero, desde una perspectiva de análisis y 
elaboración de políticas públicas, la seguridad debe abordarse orientada 
a la elaboración de diagnósticos y, en particular, planes estratégicos que 
delimiten el camino a trazar. Estos diagnósticos y planes deben distinguir 
entre: i) de qué hay que protegerse, ii) a quién hay que proteger, iii) de 
quién hay que protegerse, iv) contexto en el que hay que situar i, ii y iii, iv) 
cómo deberá buscarse dicha protección (FESCOL et al., 2019). 

Segundo, desde una perspectiva de toma de medida y acciones, manejar 
y/o resolver las causas que generan inseguridad presupone afrontar tres 
tipos de causas:

i) causas estructurales, que son las que persisten en el largo plazo, por 
lo tanto, son difíciles de resolver en el mediano y corto plazo;
ii) causas multiplicadoras o aceleradores, que son las que agravan 
las causas estructurales y, por tanto, ponen en riesgo de forma real o 
perceptiva a la población;
iii) causas desencadenantes, que son detonadores concretos (FESCOL 
et al., 2019).
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Aunque las tres causas se relacionan entre sí, cada una requiere 
de tratamientos y tiempos particulares. En este sentido, las 
desencadenantes deberían ser tratados de manera inmediata, es decir 
en el corto plazo, mientras que las multiplicadoras o aceleradoras 
deberían abordarse desde una perspectiva de mediano y largo plazo 
(FESCOL et al, 2019). Así, por ejemplo, una política enfocada en el 
tratamiento de los desencadenantes, que no tenga en cuenta las 
causas estructurales y multiplicadoras, terminará limitándose a la mera 
contención de los síntomas de la inseguridad, sin hacer frente efectivo 
a las razones de fondo que la ocasionan. 

En este contexto, las estrategias o planes de seguridad y convivencia 
son la forma operativa de diagnosticar los riesgos de seguridad 
y transmutarlos en propuestas para el manejo y/o solución de la 
inseguridad. Según FESCOL et al. (2019), la fase diagnóstica de la 
política de seguridad debe tener en cuenta: 

“a) descripción de los valores, referentes y elementos que se quieren 
proteger

b) enumeración de las amenazas, riesgos y peligros para diferentes 
colectivos o temas.

c) valoración en términos numéricos y/o de magnitud cualitativa de 
los diversos riesgos en una escala espacio temporal.

d)valoración de la cobertura de riesgo que se quiere o se puede asumir 
en función de la probabilidad.

e) establecimiento de contramedidas de diferentes tipos orientadas a 
contrarrestar, anular o minimizar los riesgos considerados” (p. 10)

Mientras que para la fase de medidas o, si se quiere, implementación 
de política pública de seguridad, se deben abordar todas las causas 
(a mediano y largo plazo) haciendo explícita la diferencia de 
temporalidades. Para ello hay que considerar:

“a) no reducir planes de seguridad y convivencia a una única política 
pública o a lo relativo a los roles de la fuerza policial.

b) establecer y buscar sinergias entre diferentes políticas públicas 
que aborden las diferentes causas (desarrollo económico y bienestar, 
urbanismo, servicios sociales, etc.)

c) elaborar planes directores y estrategias de comunidad que tengan 
una duración prolongada en el tiempo, por lo menos de más de 4 
años.” (ibid.)

En síntesis, se trata de apostar por un modelo diagnóstico 
e implementación de políticas públicas que atienda a las 
transformaciones en la concepciones y prácticas de la seguridad y 
convivencia. Particularmente, en un modelo de política de seguridad 
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estructurada a partir del entendimiento de un enfoque multicausal, 
que priorice a las personas como el centro neurálgico de la vida en los 
territorios (FESCOL et al, 2019). Esta perspectiva, además, evidencia la 
necesidad de adoptar una política de seguridad estatal, que permita 
la articulación con los órdenes de la vida institucional (departamental 
y municipal), con el fin de generar sinergias y coherencias de políticas 
en el abordaje de todas las causas que ocasionan la inseguridad en las 
personas, comunidades, poblaciones y territorios del país. 

LA SEGURIDAD EN EL 
GOBIERNO PETRO
En aras de contribuir al ejercicio de sinergia y articulación institucional, 
se propone hacer una breve caracterización de los puntos claves del 
enfoque de seguridad del actual gobierno. Como puntos de referencia, 
hay que tener en cuenta que el gobierno de Gustavo Petro ha propuesto 
desde el primer momento un cambio en el enfoque de paz y seguridad 
que se han venido construyendo a partir de la propuesta de Paz Total. 
Según la Ley 2272 de 2022 (Ley de Paz Total): 

El nuevo contrato social que garantizará los derechos fundamentales 
de la gente en el Gobierno del Cambio […] en donde la Seguridad 
Humana se basará en la protección de la vida y su plena realización 
a partir de políticas sociales, medioambientales, económicas y 
culturales (Ley 2272 de 2022) (Fundación Pares, 2023).

En este sentido, la seguridad humana centra su atención en las 
personas y no el Estado en su conjunto. Concretamente, la seguridad 
humana se fundamenta en tres componentes: i) carecer de miedo 
o temores sobre la seguridad física propia, de los seres cercanos y 
descendientes; ii) carece de miedos frente a necesidades básicas, 
materiales y no tangibles; y iii) carecer de amenazas que impidan el 
disfrute de la dignidad humana (FESCOL, 2019). Del mismo modo, la 
seguridad humana, se define y está condicionada por variables como 
el bienestar integral de los individuos y colectivos, así como del entorno 
que cohabitan. En el Plan Nacional de Desarrollo se afirma:

Esta visión de país pasa por superar el enfoque tradicional 
basado en la seguridad física y la defensa. Desde una perspectiva 
más amplia, se enfatiza el papel del Estado como garante de 
oportunidades de desarrollo al habilitar los pilares necesarios 
para la superación de privaciones y la expansión de capacidades. 
La noción de “Seguridad humana”, centrada en el bienestar 
integral del individuo, conjuga la potencialidad del Estado para 
plantear una agenda más ambiciosa en torno a la superación 
de la pobreza y la inequidad en un continuo hacia la expansión 
de capacidades a través de la inclusión social y productiva de la 
población, y la prevención del riesgo entendido como la relación 
entre vulnerabilidad y amenaza (Macías, 2023, p. 63).
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La Seguridad Humana cambia la perspectiva con respecto al crimen y 
la violencia, pasando de un enfoque punitivo que criminaliza el delito, 
a otro que pretende actuar en las causas que lo originan. De esta 
manera, la seguridad humana renuncia a un accionar exclusivamente 
militar y pretende desplegar acciones articularse con el conjunto de la 
institucionalidad del Estado. Para el presidente Petro es necesario que 
“se identifique que las causas del crimen son múltiples, no es una, son 
múltiples, muchísimas tienen que ver con las circunstancias sociales 
en las que se desarrolla una población” (Pares, 2022). En el mismo 
sentido se afirma “La seguridad humana no es una preocupación por 
las armas, es una preocupación por la vida y la dignidad humanas” 
(PNUD,1994, p. 25).

Ahora bien ¿cómo se han articulado estas ideas con el enfoque de 
seguridad del actual gobierno? De manera general, la seguridad 
humana se encuentra circunscrita en el proyecto más amplio y 
ambicioso como lo es la Paz Total. En este sentido, desde la perspectiva 
de Seguridad Humana, se propone un enfoque integral para abordar 
los temas de seguridad. Este enfoque considera el bienestar completo 
de las personas como un factor clave para crear un entorno seguro y 
propicio para el pleno ejercicio de sus derechos. Esto representa una 
vía hacia la restauración de la paz en Colombia, que se vio afectada 
durante el mandato de Iván Duque. Esto implica que la paz se 
convierte en un deber primordial y transversal para el gobierno. La ley, 
igualmente, establece condiciones que permiten al gobierno entablar 
negociaciones o procesos de sometimiento tanto con Grupos Armados 
Organizados (GAO) de naturaleza política, como el ELN, como con 
grupos armados con fines criminales que cometen delitos graves, 
como el Clan del Golfo.

La Paz Total se transcribe en el posicionamiento de frentes de 
negociación y sometimiento diversos y simultáneos, según las 
características de cada grupo armado o banda criminal y su presencia 
en cada territorio (Pares, 2023). De manera práctica, la Paz Total se 
ha desenvuelto en dos escenarios claves: primero, en las mesas de 
negociación con grupos armados, como es el caso del ELN, que se han 
caracterizado por el “reconocimiento político” de los actores armados; 
segundo, en los intentos de instalación de “diálogos socio jurídicos” 
planteados con las organizaciones criminales a las que no se les otorga 
reconocimiento político. Entre estas destacan la instalación de la 
mesa en Medellín con las 12 bandas de la ciudad, los intentos (aunque 
deficientes) de mantener un cese de hostilidades entre los grupos en 
Buenaventura y los acercamientos con los grupos de Quibdó. 

La intención detrás de estos esfuerzos se ha justificado bajo el objetivo 
de lograr la paz con todas las organizaciones ilegales armadas del país. 
En este sentido, los escenarios de diálogo han sido la prioridad del 
actual gobierno, que se recoge en la orientación política por garantizar 
el bienestar integral de las personas, colectivos y territorios. 

Por otro lado, la Política de Seguridad, Defensa y Convivencia Ciudadana. 
Garantías para la vida y la paz. (PSDCC) presenta varios aspectos 
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destacables. En primer lugar, introduce un enfoque territorial que tiene 
en cuenta la percepción de seguridad de las comunidades para guiar 
las acciones del Estado. También establece la recuperación del control 
territorial como uno de los principales objetivos, reconociendo que las 
capacidades del Estado en seguridad y desarrollo solo serán posibles si 
se garantiza su presencia y control en todo el territorio nacional.

En segundo lugar, se prioriza la seguridad ambiental, reconociendo la 
relación entre los asuntos de seguridad, la explotación de recursos y 
la necesidad de ecosistemas saludables para la población y el planeta.
Por último, se destaca la creación del Sistema de Coordinación para la 
Desarticulación del Multicrimen, en línea con el discurso del gobierno. 
La PSDCC define el multicrimen como organizaciones nacionales y 
transnacionales que amenazan constantemente la vida y los derechos 
ciudadanos, tanto en áreas rurales como urbanas, y se caracterizan por 
cometer una variedad de delitos.

Se ha reconocido, además, la necesidad de mejorar la gestión territorial 
de la seguridad, permitiendo a los mandatarios locales asumir un papel 
más activo en el orden público y tener un mayor control sobre las 
acciones de la Policía en sus municipios.

En cuanto a la estrategia política y militar para los próximos cuatro años, 
se ha dado énfasis a la recuperación del control territorial como uno 
de los principales objetivos. También se ha destacado la importancia 
de abordar la seguridad ambiental, considerando la relación entre los 
asuntos de seguridad, la explotación de recursos y la protección del 
medio ambiente.

En línea con el enfoque del gobierno, se ha propuesto el Sistema de 
Concurrencia y Coordinación contra el Multicrimen (Cambio, 2023), 
una iniciativa destinada a enfrentar de manera contundente a las 
organizaciones criminales que representan una constante amenaza 
para la vida y los derechos de los ciudadanos, tanto en zonas urbanas 
como rurales. El objetivo principal de este sistema es impactar 
directamente las redes de mercados ilegales, que constituyen la 
principal fuente de financiamiento de estas peligrosas bandas 
delictivas. Mediante una estrategia integral, se busca desmantelar y 
neutralizar estas estructuras criminales, promoviendo así un entorno 
más seguro y protegido para la ciudadanía en general.

La adopción del enfoque de seguridad humana es ambiciosa dada 
la persistencia de la violencia como mecanismo de resolución de 
conflictos. El aumento de delitos de alto impacto, riñas y porte de 
armas indica un deterioro en la seguridad que requiere acciones 
urgentes y efectivas.

En este sentido, la política de Paz Total del gobierno ha sido criticada 
debido a la falta de una estrategia militar clara y efectiva. El documento 
describe el momento actual como una transición del conflicto armado, 
en la cual grupos armados ilegales han pasado de enfrentarse al Estado 
a luchar entre ellos por el control de economías y rentas ilegales. La 
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hoja de ruta para abordar esta situación se ha desarrollado lentamente 
y ha estado influenciada por la coyuntura nacional.

SOBRE LA GESTIÓN 
TERRITORIAL DE 
LA SEGURIDAD
Teniendo como referencia el contexto planteado, a continuación, se 
brindarán una serie de elementos normativos y prácticos, necesarios 
para una adecuada gestión territorial de la seguridad. El presente 
apartado se divide en tres momentos: en el primer momento se 
presenta un marco constitucional y legal en el que se abordan de 
manera general las principales leyes de la República concerniente 
al manejo de la seguridad y convivencia ciudadana; en un segundo 
momento se presentan herramientas claves relacionadas con la gestión 
pública territorial de la seguridad, en este sentido, se hace una breve 
explicación de herramientas como los Planes Integrales de Seguridad 
y Convivencia Ciudadana, los fondos de seguridad, las instancias de 
coordinación; Finalmente se cierra con una breve explicación y reflexión 
sobre la relación entre autoridad civil y autoridad policial.

Marco constitucional y legal

A continuación, se presenta un breve resumen del marco jurídico 
relacionado con la gestión de la seguridad ciudadana en Colombia. 
Estas leyes y disposiciones definen el papel de los alcaldes y 
gobernadores en Colombia en relación con la seguridad y el orden 
público. Establecen sus atribuciones, facultades y responsabilidades 
para garantizar la tranquilidad y convivencia ciudadana en sus 
respectivas jurisdicciones, así como las medidas y sanciones 
correspondientes a las faltas cometidas.
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Leyes / Normativa Artículos de interés Descripción

Constitución Política de 
Colombia 1991

189, 296, 303, 315, 330.

Ley 4 de 1991 9, 12 y 14 Regula el funcionamiento 
de la Policía Nacional en 
Colombia. Los artículos 9 y 
12 establecen que el alcal-
de actúa como jefe de la 
Policía en su municipio y 
tiene la facultad de revocar 
decisiones tomadas por el 
comandante de la estación 
o subestación. El artícu-
lo 14 establece sanciones 
proporcionales a las faltas 
cometidas

Ley 62 de 1993 16 Define las atribuciones y 
obligaciones de los go-
bernadores y alcaldes en 
Colombia. El artículo 16 
establece las facultades de 
los gobernadores y alcaldes 
en materia de seguridad 
y orden público, incluyen-
do la coordinación con las 
autoridades de Policía para 
mantener el orden y la con-
vivencia ciudadana

Ley 136 de 1994 La Ley 136 de 1994 estable-
ce disposiciones especiales 
para casos de perturbación 
grave del orden público en 
Colombia. Esta ley otorga 
atribuciones al alcalde para 
tomar medidas necesarias 
y garantizar la seguridad 
y tranquilidad en su juris-
dicción en situaciones de 
crisis o alteración del orden 
público.

MARCO CONSTITUCIONAL Y LEGAL 
DE LA GESTIÓN TERRITORIAL DE LA SEGURIDAD
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Ley 1551 de 2012 91 Tiene como objetivo mo-
dernizar la organización y 
el funcionamiento de los 
municipios en Colombia. 
El artículo 91 establece las 
funciones del alcalde, in-
cluyendo aquellas relacio-
nadas con el orden público. 
Estas funciones también 
están recogidas en el Códi-
go de Policía y Convivencia 
(Ley 1801 de 2016), el cual 
regula la convivencia ciuda-
dana y establece normas 
para prevenir y sancionar 
las conductas contrarias a 
la convivencia pacífica.

Código Nacional de Segu-
ridad y Convivencia Ciuda-
dana (Ley 1801 de 2016)

200, 204, 205 Regula las normas para 
mantener el orden público 
y la convivencia en Colom-
bia. El artículo 200 esta-
blece que el gobernador 
es la primera autoridad de 
Policía del departamento 
y tiene competencia en 
asuntos de seguridad. El 
artículo 201 enumera las 
atribuciones del gober-
nador en relación con el 
mantenimiento del orden 
público. Asimismo, el artí-
culo 204 establece que el 
alcalde es la primera auto-
ridad de Policía del distrito 
o municipio, y el artículo 
205 enumera las atribucio-
nes del alcalde en relación 
con el orden público.

Elaboración propia con base en la información de Fescol et al., 2019

Se entienden como aquellas herramientas fundamentales para 
promover y mantener un entorno seguro y armonioso en las 
comunidades. Estos desempeñan un papel esencial para la planeación 
estratégica, la coordinar acciones, asignar recursos y ejecutar planes 
que fortalezcan la seguridad ciudadana y fomenten una adecuada 
convivencia entre los ciudadanos.

Instrumentos para la Gestión de la Seguridad y 
Convivencia local 
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En el ámbito territorial, la materialización de la comprensión de las 
problemáticas de seguridad y convivencia se lleva a cabo a través de 
un proceso de planificación estratégica y financiera. Este proceso 
busca plantear soluciones integrales a través de la definición de una 
hoja de ruta alineada con las directrices nacionales y en cumplimiento 
de los procesos de descentralización y normatividad en Colombia.

En Colombia, la planificación del desarrollo territorial se realiza a 
través de dos herramientas clave: el Plan de Desarrollo y el Plan de 
Ordenamiento Territorial (POT). El primero se enfoca en el desarrollo 
social, económico y ambiental, mientras que el segundo se centra 
en el desarrollo físico, territorial y ambiental. Sin embargo, estas no 
son las únicas herramientas: la Constitución de 1991 estableció un 
“sistema de planificación” compuesto por una planificación general 
constitucional y legal, así como una planificación sectorial legal y 
reglamentaria. Dentro de esta planificación sectorial se incluyen los 
Planes Integrales de Seguridad y Convivencia Ciudadana (PISCC), los 
cuales se formulan de manera simultánea a los Planes de Desarrollo 
Territorial (PDT). Es importante que estas herramientas estén alineadas, 
integrando estrategias, actores, indicadores y metas conjuntas para 
garantizar la congruencia y la disponibilidad de recursos para la 
ejecución de las acciones propuestas en el PISCC (Macías, 2023).

Los PISCC son fundamentales en el proceso de planificación del 
sector, ya que permiten definir la situación actual de una entidad 
territorial en términos de seguridad y convivencia ciudadana, así 
como los planes de acción y los recursos disponibles para garantizar 
su implementación.

Los PISCC se desarrollan en el marco del ciclo “natural” de toda 
política pública, a saber: i) identificación y definición del problema, 
ii) formulación y adopción de alternativas, iii) implementación de 
alternativas, y iv) evaluación de resultados y seguimiento. En el 
contexto de los PISCC, este ciclo se da en cinco fases fundamentales 
distribuidas de la siguiente manera (Ministerio del Interior, 2020):

1.	 Elaboración del diagnóstico, focalización y priorización: En esta 
fase se verifica la estadística del delito y las contravenciones 
para tener un panorama actual de la seguridad. Se priorizan las 
contravenciones que requieren intervención, se analizan las causas 
determinantes y se caracteriza socialmente la problemática, 
involucrando la participación ciudadana en la priorización.

2.	 Formulación estratégica del PISCC: En esta fase se establecen los 
objetivos generales y específicos del programa. Se definen las 
acciones, programas y proyectos necesarios para cumplir con los 
objetivos. También se establecen indicadores y metas para realizar 
seguimiento y control mediante análisis de gestión, producto e 
impacto.

Planes Integrales de Seguridad y Convivencia 
Ciudadana PISCC
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3.	 Planeación operativa y financiera: En esta fase se revisan las 
fuentes de recursos disponibles y se identifica la inversión 
necesaria en términos monetarios, físicos o de capital humano. Se 
elabora el Plan Operativo Anual de Inversiones (POAI), que es una 
guía financiera, operativa y presupuestal del PISCC.

4.	 Implementación del PISCC: En esta fase se lleva a cabo la 
implementación de las iniciativas priorizadas en el diagnóstico y 
la formulación estratégica del programa.

5.	 Seguimiento y evaluación: En esta fase se realiza una evaluación 
para identificar aspectos positivos y logros, así como falencias que 
requieran medidas correctivas. Se reconocen los proyectos que 
tienen un impacto positivo en la comunidad para determinar su 
continuidad.

6.	 Estos planes entonces deben estar alineados con el Plan de 
Desarrollo Territorial y el Plan de Ordenamiento Territorial, que, 
del mismo modo, debe articularse con el Plan de Nacional de 
Desarrollo. En este sentido, la elaboración de los PISCC requiere una 
fuerte articulación con diferentes niveles de la institucionalidad 
que le permitan su adecuado diagnóstico, implementación y 
evaluación. Al fin y al cabo, a través de los PISCC es que se busca 
garantizar una planificación efectiva y la utilización adecuada de 
los recursos para mejorar la seguridad y la convivencia ciudadana.

Con respecto a la fase a las fuentes de financiación y recursos es 
necesario prestar especial atención. Como lo afirman estudios 
recientes (Macías, 2023), los mecanismos de financiamiento de 
proyectos de seguridad no se han venido haciendo de manera 
clara y han demostrado fallas en la planificación financiera. En este 
sentido, los PISCC quedan prácticamente sin utilidad alguna ya que 
“Sin asignación de recursos, estos documentos serían tan solo un 
proyecto más de consulta, y su impacto difícilmente alcanzaría las 
metas esperadas” (Macías, 2023, p. 8). Por este motivo, el siguiente 
subcapítulo enfatiza sobre este punto.

La planificación financiera de los Planes Integrales de Seguridad y 
Convivencia Ciudadana (PISCC) tiene como objetivo materializar los 
programas y proyectos que responden a los aspectos prioritarios 
identificados en el diagnóstico. La materialización de estos 
programas y proyectos depende de la disponibilidad de recursos 
para su financiación y de su inclusión en el Plan Operativo Anual de 
Inversiones (POAI) (Ministerio del Interior, 2020).

El proceso de planificación financiera se resume en cinco pasos:

1.	 Costear programas y proyectos: En este paso, se cuantifican los 
costos de las actividades definidas en la parte estratégica del PISCC. 
Se identifican de manera diferenciada los programas y proyectos 
relacionados con la convivencia y la seguridad ciudadana.

Fondo cuentas y gestión de fondos de la seguridad
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2.	 Identificar las fuentes de recursos para la financiación: Se 
establecen las fuentes de recursos disponibles y se determina su 
origen. También se definen los límites presupuestarios por fuente 
de financiación para la ejecución del plan de acción.

3.	 Identificar las brechas entre los recursos disponibles y los 
necesarios y evaluar posibilidades de financiación adicionales: En 
este paso, se identifican las brechas existentes entre los recursos 
disponibles y los necesarios para la implementación del PISCC. Se 
evalúan posibles iniciativas a nivel departamental o nacional que 
se relacionen con las iniciativas del PISCC, buscando sinergias. 
Este proceso de evaluación debe llevarse a cabo al menos una vez 
al año.

4.	 Elaborar y aprobar el POAI del PISCC: Los miembros del Comité 
Territorial de Orden Público proponen proyectos de inversión 
que se incluirán en la planeación operativa para cumplir con 
los objetivos establecidos en el PISCC. Es vital garantizar la 
participación de las instituciones que estuvieron involucradas en 
el diagnóstico y la formulación estratégica.

5.	 Incorporar de manera diferenciada las líneas de convivencia 
y seguridad ciudadana en el POAI de la entidad territorial: En 
cada período, el responsable del gasto de la entidad territorial 
debe respaldar un Plan Operativo Anual de Inversiones (POAI) 
que sea coherente con lo establecido en el plan cuatrienal de 
inversiones del plan de desarrollo. De esta manera, los POAI son 
los instrumentos que permiten la anualización de las inversiones 
y facilitan la ejecución de los recursos del FONSET y los proyectos 
de inversión (Ministerio del Interior, 2019.).

Estos pasos se consideran fundamentales para garantizar la 
viabilidad financiera y la ejecución efectiva de los programas y 
proyectos del PISCC.

Ahora bien, los Fondos de Seguridad son mecanismos para obtener 
recursos destinados a financiar diversas actividades que contribuyen 
a garantizar la seguridad ciudadana. Cada municipio y departamento 
cuenta con normas específicas que regulan la creación y funcionamiento 
de estos fondos. El Decreto 399 de febrero de 2011 reorganizó el Fondo 
Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana y los Fondos de 
Seguridad de Entidades Territoriales, estableciendo lineamientos para 
su adecuada gestión. De esta forma, además de financiar medidas 
de seguridad, también se invierten en programas de bienestar social, 
promoción de la convivencia pacífica, desarrollo comunitario y otras 
actividades relacionadas con la seguridad ciudadana.

Las fuentes de recursos para financiar proyectos relacionados con la 
seguridad y convivencia ciudadana provienen tanto del sector público 
como del sector privado, a nivel nacional y territorial. Entre estas 
fuentes se encuentran los Fondos Cuentas Territoriales de Seguridad y 
Convivencia (FONSET), el Fondo Nacional de Seguridad y Convivencia 
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Ciudadana (FONSECON), las tasas y sobretasas destinadas a acciones 
de seguridad, y las inversiones cofinanciadas.

Los Fondos Cuentas Territoriales de Seguridad y Convivencia (FONSET) 
son cuentas establecidas en las entidades territoriales para atender 
las necesidades de seguridad y convivencia ciudadana, de acuerdo 
con las decisiones adoptadas por el Comité Territorial de Orden 
Público. Estos fondos tienen origen normativo en la Ley 418 de 1997 
(Ley de orden público) para la seguridad ciudadana y la Ley 1801 de 
2016 (Código Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana) para la 
convivencia ciudadana. 

Con respecto a su trámite, los recursos destinados a estos fondos deben 
ser consignados en el Formulario Único Territorial (FUT), que tiene como 
propósito recopilar información sobre la ejecución del presupuesto de 
las entidades territoriales para su monitoreo, seguimiento, evaluación y 
control. Dentro del FUT, se encuentra el concepto matriz denominado 
Justicia y Seguridad, identificado con el código A.18, el cual se aplica a 
los gastos inversión relacionados con los FONSET, que tienen asignado 
el código A.18.4. Los rubros financiados por esta fuente deben llevar 
esta codificación común y diferenciarse según lo establecido por la ley 
y los decretos correspondientes (López, 2016).

Además, de acuerdo con la Ley 1421 de 2010, se autoriza a las entidades 
territoriales a imponer tasas y sobretasas destinadas a financiar 
acciones de seguridad. El Decreto 399 de 2011 reglamentó esta ley y 
estableció la imposición de tasas y sobretasas como fuente de ingresos 
para los FONSET, sin permitir la duplicidad de gravamen. Estas tasas y 
sobretasas se suman a la contribución de los contratos de obra como 
fuente de financiamiento (Ministerio del Interior, 2020).

El Fondo Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana 
(FONSECON) es una cuenta especial administrada por el Ministerio 
del Interior. Su objetivo es financiar la ejecución de proyectos 
presentados por las alcaldías y gobernaciones para mejorar la 
convivencia y la seguridad ciudadana.

Las inversiones cofinanciadas son otro tipo de recurso para 
proyectos de seguridad y convivencia ciudadana. Pueden provenir 
del sector privado, a través de estrategias de Responsabilidad 
Social Empresarial, inversiones, aportes y donaciones destinadas a 
actividades o programas específicos relacionados con la seguridad y 
convivencia ciudadana. También se pueden utilizar recursos propios 
de la entidad territorial, recursos de libre destinación y el Sistema 
General de Regalías (SGR), que continúa siendo una fuente esencial 
de financiamiento según lo establecido en la Ley 2056 de 2020.

Como se mencionó anteriormente, sin asignación de recursos, estos 
planes serían simplemente documentos consultivos y su impacto 
sería limitado para alcanzar las metas esperadas. Es por ello que la 
planificación financiera es fundamental en este proceso. Sin embargo, 
se han identificado algunas fallas en la planificación financiera de los 
Planes Integrales de Seguridad y Convivencia Ciudadana (PISCC).
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En muchos casos, los PISCC no especifican de manera clara las fuentes 
de los recursos, lo que dificulta la ejecución de las acciones propuestas. 
Es necesario que se realice una diferenciación precisa de las fuentes de 
financiación para facilitar el reconocimiento de los recursos necesarios 
y garantizar su ejecución efectiva. Además, se ha observado una escasa 
o nula mención de fuentes de financiación alternativas.

Entre las fuentes de financiación más utilizadas se encuentran 
los recursos propios, incluyendo la contribución especial al Fondo 
de Cuenta Territorial de Seguridad y Convivencia (FONSET). Sin 
embargo, en algunos casos, no se realiza una diferenciación clara 
en la planificación financiera, lo que dificulta el reconocimiento de 
las fuentes que respaldarán la ejecución de las acciones propuestas 
en el PISCC (PND et al., 2023). Resulta llamativa entonces la falta de 
mención de fuentes alternativas de financiación, como el Fondo 
Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana (FONSECON), el 
Sistema General de Regalías (SGR), la cofinanciación del sector 
privado e incluso la cooperación internacional. Estas fuentes podrían 
ser importantes para viabilizar proyectos, pero su falta de inclusión 
en las herramientas de seguimiento a la gestión territorial dificulta su 
identificación y aprovechamiento.

En este sentido, la apropiación y facilitación del uso de las fuentes 
de financiación es una necesidad importante en el proceso de 
planificación financiera de los Planes Integrales de Seguridad 
y Convivencia Ciudadana (PISCC). Así, es necesario mejorar la 
planificación financiera de los PISCC, asegurando una diferenciación 
clara de las fuentes de recursos y considerando fuentes alternativas 
de financiación. Esto permitirá una ejecución más efectiva de las 
acciones propuestas en los planes, maximizando su impacto en la 
seguridad y convivencia ciudadana.

Instancias de coordinación
Consejos de Seguridad y Convivencia ciudadana 

Los Consejos de Seguridad y Convivencia son cuerpos consultivos 
y de toma de decisiones que operan a nivel nacional, regional, 
departamental, distrital, municipal o metropolitano, según lo 
establecido en el Artículo 19 del Código Nacional de Seguridad 
y Convivencia Ciudadana. Su objetivo principal es fomentar la 
coordinación, la planificación y la responsabilidad entre las autoridades 
de diferentes niveles de gobierno que tienen competencias directas 
en seguridad y convivencia ciudadana. Estos consejos buscan prevenir 
y reaccionar ante los problemas relacionados con la seguridad y 
promover principios como la subsidiaridad, solidaridad y eficiencia 
(Código Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana, 2016).

En una orientación similar, el Decreto 2615 de 1991 establece 
la organización de Consejos de Seguridad que operan a nivel 
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departamental, regional, metropolitano, departamental o, en el caso 
de Bogotá, Distrito Capital. Los  Consejos de Seguridad Municipal 
estarán integrados por: i) Alcalde, ii) Comandante de la guarnición 
militar, iii) Comandante del Distrito o Estación de Policía, iv) Procurado 
Provincial o Personero Municipal, v) Director Seccional de Orden 
Público, vi) Delegado del Plan Nacional de Rehabilitación – PNR, vii) 
Secretario de Gobierno Municipal o Secretario de la Alcaldía; aún 
así, podrán invitarse otro funcionarios de la Administración Pública 
con conocimiento de utilidad para el tratamiento del orden público 
(Artículo 5 del Decreto expuesto). Del mismo modo, dentro de las 
funciones más destacadas del órgano están: 

•	 Elaborar o recomendar la elaboración de planes específicos de 
seguridad para afrontar de acuerdo con las características de 
los conflictos en su jurisdicción, los factores de perturbación del 
orden público.

•	 Supervisar la ejecución de los planes de seguridad y evaluar sus 
resultados con el fin de adoptar los correctivos necesarios.

•	 Formular recomendaciones para la preservación de los derechos 
humanos y el cumplimiento de los deberes ciudadanos para 
lograr la convivencia pacífica.

•	 Constituir grupos de trabajo para el análisis de los problemas 
relacionados directa o indirectamente con el orden público 
interno de su jurisdicción.

•	 Coordinar los recursos disponibles y las acciones para combatir 
los fenómenos generadores de perturbación del orden público 
(véase Decreto 2615 de 1991, artículo 10).

Comités Territoriales de Orden Público

Los Comités de Orden Público, por su parte, tienen la responsabilidad 
de coordinar el uso de la fuerza pública y los organismos de 
seguridad. Según lo establecido en el Decreto Nacional 1066 de 2015, 
estos comités son encargados de ejecutar los planes de seguridad 
correspondientes y definir la asignación de recursos a través de los 
fondos de seguridad. Del mismo modo, según el Decreto 399 de 2011, 
los Comités Territoriales de Orden Público estarán integrado por: 
organismo de seguridad y policía judicial que operen en el municipio o 
departamento, el Comandante de la Guarnición Militar, Comandante 
de la Policía, Director Seccional del Cuerpo Técnico de Investigación 
(CTI) de la Fiscalía General de la  Nación, Alcalde municipal o como 
delegado el Secretario de Gobierno. Asimismo, dentro de sus 
principales funciones está:

•	 Coordinar el empleo de la fuerza pública en el marco de formulación 
de la política integral de seguridad y convivencia ciudadana que 
se articulará con la política nacional de seguridad y convivencia 
ciudadana que formule el Gobierno Nacional.
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•	 Coordinar la implementación de los planes integrales de seguridad.
•	 Aprobar los planes integrales y programas de seguridad y 

convivencia ciudadana, atendiendo las necesidades de seguridad 
en cada jurisdicción, en el marco de lo establecido en este decreto 
y de las políticas integrales de seguridad y convivencia ciudadana.

•	 Recomendar al Gobernador o Alcalde, los programas y proyectos 
que se ejecutarán en la respectiva anualidad y se prioricen las 
inversiones que se requieran para dar cumplimiento a la política 
integral de seguridad y convivencia ciudadana.

•	 De acuerdo con lo anterior, preparar, para aprobación del 
Gobernador o Alcalde el Plan Anual de Inversiones del fondo 
cuenta.

•	 Evaluar y determinar la necesidad de gestionar ante las autoridades 
competentes la implementación del Sistema SIES en la respectiva 
jurisdicción y efectuar seguimiento al mismo. (Decreto 399 de 
2011, Artículo 18)

Autoridad civil vs autoridad policial
La Ley 62 de 1993 establece la estructura y las atribuciones de las 
autoridades en relación con la Policía Nacional en Colombia. A 
continuación, se detallan algunos de los artículos más relevantes:

•	 Según el artículo 9, el Presidente de la República, en calidad de 
suprema autoridad administrativa, es el jefe superior de la Policía 
Nacional y puede ejercer su autoridad a través del Ministro de 
Defensa Nacional y del Director General de la Policía.

•	 El Artículo 10 establece que la Policía Nacional depende del 
Ministro de Defensa para efectos de dirección y mando.

•	 Artículo 11: señala que el Director General de la Policía Nacional es 
designado y removido libremente por el Presidente de la República. 
Para ocupar este cargo, se requiere ser Oficial General de la Policía 
en servicio activo y pertenecer a una  de las especialidades de 
Policía urbana, Policía rural o Policía judicial.

•	 Artículo 12: establece que los gobernadores y alcaldes son las 
primeras autoridades de Policía en el departamento y municipio, 
respectivamente. La Policía Nacional debe cumplir prontamente 
las órdenes impartidas por estas autoridades a través del respectivo 
comandante.

•	 Artículo 16: detalla las atribuciones y obligaciones de los 
gobernadores y alcaldes en relación con los comandantes de 
Policía. Estas incluyen proponer medidas y reglamentos de 
Policía, disponer el servicio de vigilancia urbana y rural, promover 
programas y actividades para fortalecer el respeto por los 
derechos humanos y los valores cívicos, solicitar informes sobre 
las actividades de la Policía, entre otras.

•	 A su vez, el artículo 17 establece los deberes y obligaciones de los 
comandantes de Policía en relación con las autoridades político-
administrativas del departamento y municipio. Estos deberes 
incluyen presentar el plan de seguridad de la Policía, informar 
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sobre situaciones de alteración del orden público, asistir al 
Consejo de Seguridad Departamental o Municipal, prestar apoyo 
y asesoramiento en la aplicación de medidas contempladas en los 
Códigos de Policía, entre otros.

De esta mamera, la Ley 62 de 1993 establece la estructura y las 
atribuciones de las autoridades en relación con la Policía Nacional 
en Colombia. El Presidente de la República, el Ministro de Defensa, el 
Director General de la Policía, los gobernadores y alcaldes tienen roles 
específicos en la dirección, el mando y la coordinación de la Policía 
Nacional.

Aun así, es importante reflexionar sobre los límites que deberían 
existir en la relación jerárquica entre las autoridades civiles y la 
Policía Nacional. Si bien es necesario que exista una estructura de 
mando y dirección para garantizar la eficiencia y el cumplimiento 
de las funciones policiales, también es fundamental establecer 
salvaguardias para evitar posibles abusos de poder y vulneraciones 
de los derechos humanos.

El papel de la voluntad y la jerarquía civil es fundamental. Las 
autoridades civiles, son precisamente representantes elegidos por 
la sociedad que deben tener la capacidad de tomar decisiones y 
establecer políticas en materia de seguridad pública, en consulta 
con las instancias pertinentes, como la Policía Nacional. Sin embargo, 
también es necesario que existan controles y mecanismos de 
rendición de cuentas para garantizar que dichas decisiones se tomen 
de manera responsable y respetando los derechos fundamentales de 
los ciudadanos.

Es fundamental que la jerarquía civil ejerza su autoridad sobre la 
Policía Nacional de manera acorde con el marco legal y los principios 
democráticos. Esto implica establecer límites claros y garantizar la 
transparencia en la toma de decisiones, así como la promoción de una 
cultura de respeto a los derechos humanos y el imperio de la ley en 
las actuaciones policiales. Para el contexto colombiano, la estructura 
normativa y el deber ser se suelen ser desdibujados en la práctica, 
especialmente, cuando se llegan a puntos muertos o zonas grises en 
los que la ley no tiene una respuesta clara. 

En este sentido, si bien es esencial que la Policía Nacional cuente con 
la autonomía necesaria para desempeñar sus funciones de manera 
profesional y efectiva, es clave que esta autonomía se desarrolle en el 
marco de los límites legales y respetando los derechos individuales 
y humanos; aún más importante, que desarrolle sus funciones sin 
perder de vista la subordinación de la autoridad policial hacia una 
autoridad civil.

Finalmente, reflexionar sobre los límites en la relación jerárquica y el 
papel de la voluntad y la jerarquía civil en el contexto de la Policía 
Nacional implica buscar un equilibrio entre la autoridad y el respeto a 
los derechos fundamentales. Esto requiere una constante vigilancia, 
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una rendición de cuentas efectiva y una cooperación constructiva 
entre las autoridades civiles y la institución policial, con el fin de 
garantizar la seguridad ciudadana y el pleno ejercicio de los derechos 
de todos los ciudadanos. Del mismo modo, implica estar abierto al 
diálogo y la concertación, sobre todo, en escenarios en los que la 
normativa legal no tenga incidencia o en los que las soluciones no 
se encuentren escritas, en este sentido, la relación entre la autoridad 
civil y la autoridad policial siempre dependerá de su desenvolvimiento 
en escenarios prácticos y concretos en el desarrollo de las labores de 
gobierno y gestión territorial de la seguridad.

DIAGNÓSTICO DE 
SEGURIDAD Y CONVIVENCIA - 
BARRANQUILLA  
Con el fin de dilucidar los contextos específicos en los cuales se 
desarrollarán los espacios de Gobernanza democrática de la Seguridad, 
se ha realizado un diagnóstico general de la situación de seguridad 
del primer semestre del 2023 en Barranquilla, se tuvo en cuenta el 
comportamiento de los principales delitos de alto impacto, a saber, 
homicidios, amenazas, extorsiones, hurto a personas y secuestro, 
así como las cifras sobre resultados operativos, concernientes a 
incautación de estupefacientes, incautación de armas y capturas, para 
lo cual se revisará los datos oficiales consolidados en el Sistema de 
Información Estadístico, Delincuencial, Contravencional y Operativo 
de la Policía Nacional -SIEDCO-. A su vez, se tuvo en cuenta el desarrollo 
que han tenido las dinámicas de las principales organizaciones 
delincuenciales que hacen presencia en dichas ciudades; así como 
algunos elementos relacionados con la percepción que se vive en la 
ciudad según la encuesta “Cómo vamos”.

La ciudad de Barranquilla ha llamado la atención de la opinión pública 
y las autoridades, tanto del Atlántico como de todo el país, durante 
el primer semestre del año 2023 debido al escalonamiento que han 
tenido las acciones violentas y las actividades delictivas llevadas a 
cabo por las distintas estructuras criminales que operan allí, lo cual 
ha generado un panorama complejo en términos de seguridad y, 
consecuentemente, ha repercutido negativamente en la percepción 
que tienen sus ciudadanos ante esta situación. Lo anterior ha instado 
a las autoridades, tanto locales como departamentales y nacionales, 
a priorizar acciones que permitan mitigar de manera oportuna el 
incremento de la criminalidad y la violencia, específicamente en los 
delitos de extorsión y el homicidio, centrándose en la desarticulación 
de los grupos delincuenciales.
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Según el último informe sobre percepción ciudadana de “Barranquilla 
Cómo Vamos”1 del año 2023, en lo referente al tema de seguridad, 
el 45% de las personas encuestadas aseguró sentirse seguras en su 
barrio de residencia, mientras que un 32% se sintió inseguro y un 
23% ni seguro ni inseguro, porcentajes similares respecto a la misma 
pregunta, pero abarcando la ciudad en general, con el 40% asegurando 
sentirse seguro, el 30% inseguro, y el 26% ni seguro ni inseguro. Según 
estas encuestas, un 17% de los encuestados aseguraron haber sido 
víctimas de algún delito, y los problemas más graves en términos de 
seguridad que identificaron las y los ciudadanos fueron los atracos 
callejeros con un 68%, las pandillas con un 14% y la drogadicción con 
un 13%, mientras que un 13% respondió que no se presenta ningún 
problema grave en el barrio, siendo una ausencia a considerar el 
delito de la extorsión.

En este panorama se ha identificado la presencia y actuar de las 
estructuras criminales de ‘Los Costeños’, ‘Los Rastrojos Costeños’ y ‘Los 
Pepes’, principalmente mediante la extorsión y el microtráfico, y de 
otros grupos más pequeños como ‘Los Parcheros’ y ‘Los Malambitos’, 
a las cuales se ha sumado la presencia del Clan del Golfo, una de las 
estructuras criminales más grandes del país, que además tienen el 
carácter de actor armado. En este contexto, las constantes disputas 
por el control del mercado del microtráfico, los ajustes de cuentas y la 
toma de represalias entre estas organizaciones, serían las principales 
causas de las acciones violentas, tales como enfrentamientos, 
atentados y masacres que han ocurrido en la ciudad durante este 
periodo, y que han afectado de manera considerable la situación 
de seguridad, sobre todo por las acciones que ponen en riesgo a 
población externa a estos conflictos, como los tiroteos y la detonación 
de granadas.

El aumento en la incidencia que han tenido estas estructuras en 
algunos sectores de la ciudad, principalmente en las localidades 
Suroriente y Norte – Centro Histórico, se da de manera paralela a un 
aumento en las cifras de reportes de ciertos delitos considerados de 
alto impacto, que no solo puede incidir de manera negativa en la 
percepción de seguridad por parte de los ciudadanos, sino afectar de 
manera considerable sus actividades cotidianas, especialmente en el 
sector de los comerciantes.

1 Encuesta de Percepción Ciudadana 2023. Barranquilla Cómo Vamos. Monitoreo a la calidad de Vida Urbana. 
Disponible en: https://barranquillacomovamos.org/wp-content/uploads/2023/03/epc-23-para-web-3.pdf
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Casos de homicidio Barranquilla. Comparativo primer semestre 2022-2023.

Elaborado por: Línea Convivencia y Seguridad Ciudadana. Fundación Paz 
& Reconciliación (Pares). Fuente: SIEDCO

En cuanto a la cifra de homicidios registrada durante el primer 
semestre del 2023 en la ciudad, se tiene un total de 182 casos 
reportados, lo que supuso una leve reducción del 4,7% con respecto 
al mismo periodo del año 2022, en el que la cifra fue de 191 casos, 
manteniéndose también un comportamiento similar mes a mes en 
ambos casos. A pesar de esta reducción, los homicidios continúan 
siendo una problemática a priorizar en términos de seguridad, sobre to 
do teniendo en cuenta los casos de homicidios colectivos o masacres 
reportados en la ciudad, que suman al menos tres durante el primer 
semestre, y dejaron como saldo 12 personas asesinadas y 21 heridas.
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Casos de extorsión Barranquilla. Comparativo primer semestre 2022-2023

Elaborado por: Línea Convivencia y Seguridad Ciudadana. Fundación 
Paz & Reconciliación (Pares). Fuente: SIEDCO

Con respecto al delito de extorsión, en este primer semestre del año 
se reportó un total de 390 casos, lo cual supone un incremento del 
434,2% con respecto al año anterior, en el que la cifra de reportes 
era de apenas 73, lo cual evidencia la complicada situación que ha 
supuesto el aumento de este delito para los habitantes de la ciudad, 
especialmente a los comerciantes, quienes serían los principales 
afectados. Este delito se articula con los panfletos y mensajes 
amenazantes, con casos de lesiones personales y de atentados como 
mecanismos de presión y retaliación, en donde son ‘Los Costeños’, 
‘Los Pepes’ y El Clan del Golfo algunos de los principales responsables. 
Cabe resaltar que en el mes de mayo de 2023 se presentó el pico más 
alto de reportes, con un total de 93, pero para junio se produjo una 
reducción de un 50% de los casos, lo cual representa un panorama 
más alentador.
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Casos de hurto a personas Barranquilla. Comparativo primer semestre 2022-2023.

Elaborado por: Línea Convivencia y Seguridad Ciudadana. Fundación 
Paz & Reconciliación (Pares). Fuente: SIEDCO

Para el delito de hurto a personas, se reportó un total de 6.891 casos 
en total, manteniéndose en la misma tendencia con respecto al 
primer semestre del año anterior, pues el incremento de casos fue 
de apenas un 0,9%. En este contexto están implicadas las estructuras 
antes mencionadas, pero también se incluye el accionar de grupos y 
bandas más pequeñas, que tienen una actividad centrada en barrios 
y sectores específicos, como ‘Los Parcheros’.
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Casos de amenazas Barranquilla. Comparativo primer semestre 2022-2023

Elaborado por: Línea Convivencia y Seguridad Ciudadana. Fundación 
Paz & Reconciliación (Pares). Fuente: SIEDCO

En cuanto a las amenazas, la cifra total que se registró fue de 563, que 
significó una considerable reducción del 51,2% con respecto al 2022, 
puesto que en ese año la cifra para el primer semestre fue de 1.154 casos, 
lo cual contrasta con el aumento en los casos de extorsión e indicaría 
repertorios distintos para llevar a cabo los cobros extorsivos, o un cambio 
en la manera en la que se reportan los casos por parte de la ciudadanía. 
Por su parte, para el delito de secuestro se reportó solamente 1 caso en 
este periodo, por lo que, para el caso de Barranquilla, no supone una 
problemática considerable en términos de seguridad.

Finalmente, con respecto a los resultados operativos de este primer 
semestre, se registran las cifras de 3.105 personas capturadas, 1.006 
armas de fuego incautadas y 2.933 kilos de sustancias estupefacientes 
incautados, de los cuales 2.795 kilos eran de cocaína, 108 kilos de 
marihuana, y el restante base de coca, basuco y heroína.

Este contexto plantea importantes retos de cara a las propuestas en 
temas de seguridad que se pretendan implementar en la ciudad por 
parte de la próxima administración, puesto que el delito de extorsión 
se ha convertido en una de las problemáticas que más afecta a la 
ciudadanía, y la capacidad de acción y de control social que pueden 
llegar a tener las estructuras que allí operan, complica aún más 
la situación. La percepción de inseguridad por parte de las y los 
ciudadanos presiona a las administraciones locales y departamentales 
a llevar a cabo acciones urgentes a través de las distintas instancias de 
la fuerza pública, pero habría que plantear si suficientes para abordar 
una situación que se está convirtiendo en una problemática estructural. 
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